Lesión subjetiva                    

Expte. N° 43356 “CERILO  LILIAN PERLA  LUJAN  C/  CALIN  OSCAR                          LUIS S/ Nulidad de Acto  Jurídico”

N° de Orden: 233.-

Libro de Sentencias N° 50

/NIN, a los 15 días del mes de Octubre del año dos mil nueve, reunidos en Acuerdo Ordinario los Señores Jueces de  la  Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comer​cial de Junín Doctores PATRICIO GUSTAVO ROSAS, JUAN JO​SE GUARDIOLA Y RICARDO MANUEL CASTRO DURAN, en causa N° 43356 caratulada: "CERILO LILIAN PERLA LUJAN  C/  CALIN OSCAR  LUIS S/ Nulidad de Acto Jurídico", a fin de dic​tar  sentencia, en el siguiente orden de votación, Doc​tores: Guardiola, Castro Durán y Rosas .-

              La Cámara planteó las siguientes cuestio​nes:

               1a.-  ¿Se ajusta a derecho la sentencia apelada?

               2a.-  ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

A LA PRIMERA CUESTION, el Sr. Juez Dr. Guardiola dijo:

               I.-  En  la  sentencia  dictada a  fs. 757/764 se rechaza la demanda que por nulidad del  con​venio  de partición homologado en el juicio de divorcio interpuso  con  fundamento en el instituto de la lesión subjetiva receptado en el art. 954 del CCivil  la  Sra. Lilian  Perla Lujan Cerilo contra el Sr. Oscar Luis Ca​lin. Impone las costas a la actora y regula  honorarios profesionales. 

               Luego de desechar el argumento defensis​ta de la cosa juzgada y analizando los elementos subje​tivos y objetivo de la figura, entendió el sentenciante que no obstante poder tener por acreditada la situación de  inferioridad de la actora, en cuanto a ligereza por el estado de angustia moral que atravesaba como  conse​cuencia de la ruptura matrimonial y la presunción legal de  aprovechamiento,  al no estar comprobada la notable desproporción  entre  las  adjudicaciones  al tiempo de instrumentarse el convenio, no se encuentra justificado el reclamo. A tal efecto valoró que con las  prestacio​nes complementarias a cargo del demandado prácticamente se  consumió  la diferencia alegada de $ 31.582 por el distinto valor de los inmuebles. También tomó en cuenta las  tasaciones de los mismos, el hecho de que a partir de  la liquidación los ingresos por el taller no pueden computarse como gananciales y la posible motivación  en cuanto  a  que el galpón no reportaba para ella ninguna utilidad, a diferencia de lo que se le adjudicó ya  sea para vivienda o para la producción de renta.

               Apeló la actora ( fs.  783),  expresando sus agravios a fs. 826/833, los que reciben réplica del demandado a fs. 840/841vta.

               La crítica se centra en que el  convenio no incluyó el fondo de comercio y en que el fallo luego de reconocer la existencia de  diferencia  de  valores, por la cual considera que existió una compensación  incongruentemente luego dice que esa diferencia no  exis​tió, basándose para ello en tasaciones incorporadas por la contraria a fs. 608 y 616, que no pueden revestir el carácter  de medios probatorios cuando no se efectuaron pericialmente  con  contralor de su parte. Aduce igual​mente que la especulación del  sentenciante  sobre  los motivos de las adjudicaciones hiere el principio de sa​na crítica y que no se ha valorado adecuadamente la si​tuación de inferioridad cuya explotación se vio favore​cida por el patrocinio único y la  grave  desproporción que alcanzó en aquella oportunidad al 35% en favor del demandado.  Finaliza reclamando que una vez revocada la sentencia  se  impongan  las costas conforme lo normado por el art. 68 CPCC.

               Firme el llamado de autos para sentencia de fs. 842, las actuaciones han quedado en  condiciones de ser resueltas (art. 263 del CPCC).

               II.- En esa tarea, estimo útil comenzar recordando algunos conceptos que hacen a la  figura  de la  lesión subjetiva, particularmente en lo que hace al requisito o elemento objetivo. 

               Como ha dicho el jurista  cordobés  Luis Moisset de Espanés ("La lesión y el nuevo artículo 954" Zavalia editor p. 82/84): "El art. 954,  al  establecer que las ventajas que obtiene el beneficiario  del  acto lesivo  deben ser "evidentemente desproporcionadas" con su prestación, se ha inspirado en el modelo del  Código suizo de las obligaciones, fórmula que en nuestro país cuenta como antecedentes con el art. 156  del  Proyecto de  Reformas  de 1936, el artículo 159 del Anteproyecto de  1954  y  la Recomendación N° 14 del Tercer Congreso nacional de Derecho Civil. En cambio el Código Civil alemán,  que el código tipo o modelo, habla de "despro​porción chocante".

               El  legislador,  al calificar la despro​porción de evidente, ha querido significar que debe ser tan manifiesta o perceptible, que nadie pueda dudar  de ella.(...) Así entendido el término evidente, es menes​ter  no  sólo que haya una desproporción , sino que esa desproporción  salte  a  la vista, sin necesidad de una pericia y ponga de relieve que se trate de un  desequi​librio  manifiesto (...) en ningún caso deber  llegarse a  la  nulidad  por  lesión  si la diferencia entre las prestaciones  es  reducida; la figura para su funciona​miento, exige que se cree un desequilibrio  cuantitati​vamente importante."

               La  doctrina  es  conteste: "Lo notable, evidente  o  chocante de la desproporción o ventaja pa​trimonial desproporcionada obtenida por una de las par​tes  debe  ser  considerable, que salte a la vista, sin necesidad de una pericia, y ponga de manifiesto que  se trata de un desequilibrio manifiesto" (Graciela  Medi​na-Irene  Hooft  en Código Civil Comentado Ed. Rubinzal Culzoni Rivera-Medina Hechos y actos jurídicos p. 387 y jurisp.  cit.); "Aunque el término empleado por la ley 17.711  dista  de  tener  un  significado  preciso,  la doctrina  y  la jurisprudencia han interpretado que esa ventaja que se obtiene por la  desproporción  debe  ser excesiva,  grave,  grosera,  exagerada,   considerable" (Brebbia en Código Civil de Bueres-Highton  To.  2B  p. 605).

               Y también la jurisprudencia: "La  norma en análisis, exige que la ventaja  patrimonial resulte "evidentemente  desproporcionada  y sin justificación". 

El   consiguiente  perjuicio  debe  ser  "evidentemente desproporcionado", ya que no  cualquier  diferencia  en menos  lo  determina;  pues debe ser "notable", como en grado de considerable. También  la  desproporción debe ser  notable,  ella  no se configura si existe estrecha relación  entre lo aportado y lo recibido en el negocio cuestionado (art. 954, párrs. 2° y 3° del Cód. Civil)." 
CC0002 SM 34152 RSD-374-93 S 5-10-1993, JUBA B2000480); " El elemento objetivo está relacionado con  una  ecua​ción cuantitativa entre las contraprestaciones. La nor​ma en análisis se refiere a ‚l cuando alude a "una ven​taja  patrimonial  evidentemente  desproporcionada" y a una "notable desproporción de  las  prestaciones".  Con estas expresiones se quiere significar una inequivalen​cia manifiesta, indudable e incuestionable,  es  decir, que exceda holgadamente cualquier diferencia  que,  por diversas alternativas, pueda presentarse en  las  nego​ciaciones. En conclusión, para tener por verificado es​te elemento se requiere la existencia de un grosero de​sequilibrio entre las prestaciones, que por su magnitud salte a la vista. La regulación legal no establece pro​porciones configurativas de  la  desproporción  lesiva, sino que deja librada su  valoración  al  criterio  del juez."  (esta C mara 41277 RSD-305-47 S 21-9-2006 "Co​licchio, Armando Ramón y otra c/ Gutiérrez, Edith Mirta s/ Nulidad de acto jurídico" JUBA B1600122)

               "Demás  está  decir  que  corresponde  a quien  alega  el  vicio,  la prueba de la desproporción exagerada e injustificable, a que se refiere el  texto" (Código Civil anotado de JJ. Llambias To. II-B p. 108) 

               "...no hay posibilidad de reputar lesivo el  acto, para una de las partes, si no se advierte esa desproporción. Como  consecuencia,"la  inexistencia  de prueba   del  elemento  objetivo  impide  verificar  el cumplimiento  del  subjetivo  que configura el vicio de lesión". Es decir que "el sujeto pasivo  de  la  lesión debe acreditar, necesariamente, la inequivalencia nota​ble  entre las prestaciones .." (Zannoni en Código Ci​vil del que es Coordinador, con dirección de  Belluscio To. 4 p. 364)"

               El poder de negociación puede  ser  dis​tinto  entre las partes contratantes, pero si no se re​fleja en la existencia de  una  desventaja  patrimonial desproporcionada  y  sin justificación, no se configura el requisito objetivo de la teoría  de  la  lesión, de allí que las supuestas desigualdades subjetivas no  son suficientes,  sino  que es necesario mostrar la despro​porción de valores entre las contraprestaciones compro​metidas  (CNCiv.  Sala J 15/4/2004 DJ del 27/10/04 p. 659 voto de la Dra. Wilde)

               "Huérfano  el  proceso  de  toda  prueba asertiva sobre el estado objetivo de la lesión, no cabe presumir la existencia de explotación, ni  mucho  menos del estado de inferioridad el que, aún  cuando  hubiera resultado acreditado, no mejoraría la  suerte  de  este juicio ante la ausencia de toda prueba sobre la notoria desproporción entre el precio convenido y el valor real de la propiedad a la fecha del negocio jurídico  impug​nado, como asimismo de la subsistencia de esa pretendi​da  desproporción  a  la fecha de la demanda"(CC0000 TL 7706 S 18-11-1986,JUBA B2200274)

               III.- Formuladas estas precisiones, ade​lanto que el recurso no puede prosperar.
               Lejos está de advertirse en el fallo  el defecto  de  incongruencia que se le achaca. El senten​ciante  por  un lado valorando aisladamente las presta​ciones adicionales asumidas por el demandado a las  ad​judicaciones de los inmuebles arribó acertadamente a la conclusión de que la diferencia alegada de $ 31.582  en cuanto a los valores de los bienes quedaba prácticamen​te consumida. En rigor es inexistente ya que si a los $ 18.000 resultantes de la cláusulas 5 y 6  del  convenio (ver  fs.  19  y 20 del proceso de divorcio atraillado) sumamos el importe de cuota alimentaria fijado en bene​ficio de la impugnante (cláusula 4, 36 meses a $400 = $ 14.400) tenemos un total de $ 32.400. No obstante ello, por otra parte y sin incurrir en contradicción  alguna, cotejó  exclusivamente  el  valor  de  los inmuebles, y concluyó también que ni siquiera  entre  ambos  existía esa notable desproporción. 

               Según  los propios cálculos de la actora (fs. 41) el valor del inmueble de la calle  Cabrera,  a ella adjudicado, en la proporción ganancial ascendía al monto  de  celebración  del  convenio  a  la  suma de $ 116.836.  Las  tasaciones particulares agregadas por el demandado  luego  de  la contestación de la impugnación por el perito Barone de fs. 604/605, las de los  marti​lleros Rosanigo y Nuñez Mallea, obrantes a  fs.  608  y 616 arrojan para esa fecha un valor del galpón asignado a Calin que va entre los $90.000 y $118.000.

               Cierto es que esa comparación no se hizo con  una tasación realizada por el perito designado, ya que éste sólo se pronunció sobre valores actuales y no a la época del convenio (ver fs.  604/605).  Empero la ausencia  de la misma no puede ser cargada en la cuenta del demandado, ya que frente a su insistencia en que el experto  de  cumplimiento  a la tarea encomendada ( ver fs. 541/2 y 581/2) sin lograrlo plenamente, la  intere​sada en demostrar esa desproporción guardó  una  cómoda actitud probatoria (art. 375 del CPCC).

               Cabe  igualmente  puntualizar que el in​mueble sito en Yanquelén y Colectora (donde está  el galpón) también estaba gravado con hipoteca  por  valor de  $  19.000, la que fue cancelada por el demandado en septiembre de 2002 (ver escritura  de  cancelación  de fs. 682/3 y acuerdo de fs. 499/509). 

               Párrafo  aparte  la alusión recursiva al fondo de comercio. En cuanto tal no  fue  una  cuestión sometida a la decisión del juez de la  instancia  ante​rior,  por  lo que no cabe pronunciamiento alguno (art. 266  del CPCC). Exclusivamente se pretendió como ganan​cial el 50% del producto neto de la actividad comercial del taller de frenos desde el momento de  la  partición (ver fs. 40 y vta. punto III). Y esto como bien se dijo en la sentencia atacada, resulta absolutamente improce​dente, ya que liquidada la sociedad obviamente deja  de existir  también  en cuanto a los frutos devengados du​rante  el período de indivisión comunitaria de los bie​nes que la conforman, sin perjuicio de que el haber ga​nancial quedó cerrado a la fecha de la disolución (art. 1271 y 1306 C. Civil). Por otra parte el aspecto técnico, profesional o meramente artesanal aplicado a la actividad, por ser propio de una determinada persona no puede ponerse  en comunidad (Mazzinghi Derecho de Familia To. 2 p. 548 in fine; Guaglianone "Teoría de la  disolución y liquidación de la sociedad conyugal" n° 222).

               En  relación  a  este  punto y lo que la apelante considera una especulación del juzgador reñida con la sana crítica en cuanto a las posibles motivacio​nes de la adjudicación de los inmuebles como  se  efec​tuó, es de señalar que ese razonamiento encuentra  aval en lo manifestado por Fassi-Bossert ( Sociedad conyugal To. II p. 458) quienes señalan que la aptitud  personal del  cónyuge debe ser considerada y es un buen criterio partitivo  para la adjudicación de los bienes que están destinados al ejercicio de la profesión  liberal o de las herramientas necesarias para el desempeñó del ofi​cio de uno de los cónyuges. Lógico es entonces  que  la utilidad  o finalidad de los bienes hayan sido la causa fin del reparto: por un lado el galpón con  sus  herra​mientas e instalaciones para quien tiene el oficio para hacerlo producir y por el otro las  dos  unidades,  con los  muebles, para vivienda o renta de la esposa, agre​gando  las compensaciones pertinentes (entre las que se cuentan aparte de las mencionadas el pago de las costas del  juicio  y  tasas  municipales adeudadas por el in​mueble de Cabrera).

               Vale la pena aquí recordar  lo  expuesto por Jorge A. Carranza (" El vicio de lesión en  la  re​forma  del código civil " Monografías jurídicas Abeledo 

Perrot n° 129 p. 54) en referencia también al  elemento objetivo del instituto: "....para su calificación habrá que  atender  por igual, al valor de uso y de cambio de las  cosas,  como  a  las circunstancias que denoten un afecto especial en la relación persona-cosa, sin perder de vista que ambas partes procuran satisfacer sus nece​sidades o afecciones a través del negocio jurídico,  de tal suerte que la equivalencia resulta, por lo general, de la ecuación beneficio-sacrificio" 

               Compartiendo por lo dicho la apreciación del Sr. Juez Dr. Cognigni sobre el punto,  el  restante desarrollo argumental respecto a la situación de infe​rioridad resulta inconducente.

               IV. Pasando al tratamiento de la crítica de  la pauta regulatoria expresada a fs. 791 cabe señ​alar que le asiste razón a la Dra. Carolina A. de  Bene​detto.

               Es  que,  el  objeto de la pretensión no sólo  estuvo constituido por el reclamo de la ganancia​lidad del producto de la actividad comercial del taller de frenos, sino también la suma de $ 31.582 que la  ac​tora atribuía a la diferencia de valores asignados (ver fs. 41 y vta., apartado III. f del líbelo inicial). 

               En  consecuencia,  corresponde  receptar este agravio fijando la pauta para la regulación de los emolumentos en la suma de $ 215.582.

TAL ES MI VOTO.

Los Señores Jueces Dres. Castro Durán y Rosas, aducien​do análogas razones dieron sus votos en igual sentido.-

A LA SEGUNDA CUESTION, el Señor Juez Dr. Guardiola, di​jo:
               Atento el resultado arribado  al  tratar la cuestión anterior, preceptos legales  citados  y  en cuanto ha sido materia de recurso -artículos 168 de  la Constitución Provincial y 272 del CPCC-, Corresponde:
               I- CONFIRMAR  la  sentencia  apelada, con costas  de  Alzada  también  a la parte actora apelante (art. 68 del CPCC).

               II.  Determinar  la base para la regula​ción de los honorarios en la suma de $215.582, y conse​cuentemente, FIJAR los honorarios de los profesionales intervinientes de la siguiente manera: a  la  Contadora Pública SILVINA LUJAN GARRIDO en la suma de $3.200 (PE​SOS  TRES MIL DOSCIENTOS), con m s sus aportes de Ley.-

Por la demanda: a la Dra. CAROLINA DE BENEDETTO en  la suma  de $43.100 (PESOS CUARENTA Y TRES MIL CIEN), a la Dra. MARISA  EISAGUIRRE  en  la suma de $30.170 (PESOS TREINTA MIL CIENTO SETENTA).con m s el 10% que  precep​túa  el art. 12 inc. a) de la Ley 6.716.-Se regulan ho​norarios al Perito Ingeniero ROBERTO BARONE en la  suma de  $3.200  (PESOS  TRES  MIL  DOSCIENTOS), con más sus aportes  de Ley; y al Perito Martillero HECTOR ROSANIGO en la suma de $2.200 (PESOS DOS  MIL  DOSCIENTOS)  (Ley 10.373), con m s sus aportes de Ley.- 

               III-FIJAR, los honorarios de esta Alzada a los profesionales intervinientes de la siguiente  ma​nera: al Dr. MIGUEL ANGEL RAAD en la  suma  de  $12.930 (PESOS DOCE MIL NOVECIENTOS TREINTA) y a la Dra. MARISA EISAGUIRRE en la suma de $9.050 (PESOS NUEVE  MIL  CIN​CUENTA),  con  más el 10% que preceptúa el art. 12 inc. a) de la Ley 6.716.- (Art.31 de la Ley 8.904).-

ASI LO VOTO.-

Los Señores Jueces Dres. Castro Durán y Rosas, aduciendo análogas razones dieron sus votos en igual sentido.-

               Con lo que se dio por finalizado el pre​sente  acuerdo  que  firman los Señores Jueces por ante mí: FDO. DRES. JUAN JOSE GUARDIOLA, RICARDO MANUEL CASTRO DURAN Y PATRICIO GUSTAVO ROSAS, ante mí, DRA. MARIA V. ZUZA (Secretaria).- 
//NIN, (Bs. As),15 de Octubre de 2.009.-

               AUTOS Y VISTO:
               Por  los  fundamentos  consignados en el acuerdo que antecede, preceptos legales  citados  y  en cuanto ha sido materia de recurso -artículos 168 de la Constitución Provincial y 272 del CPCC-, SE RESUELVE:

                              I- CONFIRMAR  la  sentencia  apelada, con costas  de  Alzada  también  a la parte actora apelante (art. 68 del CPCC).

               II.  Determinar  la base para la regula​ción de los honorarios en la suma de $215.582, y conse​cuentemente, FIJAR los honorarios de los profesionales intervinientes de la siguiente manera: a  la  Contadora Pública SILVINA LUJAN GARRIDO en la suma de $3.200 (PE​SOS  TRES MIL DOSCIENTOS), con m s sus aportes de Ley.-

Por la demanda: a la Dra. CAROLINA DE BENEDETTO en  la suma  de $43.100 (PESOS CUARENTA Y TRES MIL CIEN), a la Dra. MARISA  EISAGUIRRE  en  la suma de $30.170 (PESOS TREINTA MIL CIENTO SETENTA).con m s el 10% que  precep​túa  el art. 12 inc. a) de la Ley 6.716.-Se regulan ho​norarios al Perito Ingeniero ROBERTO BARONE en la  suma de  $3.200  (PESOS  TRES  MIL  DOSCIENTOS), con más sus aportes  de Ley; y al Perito Martillero HECTOR ROSANIGO en la suma de $2.200 (PESOS DOS  MIL  DOSCIENTOS)  (Ley 10.373), con m s sus aportes de Ley.- 

               III-FIJAR, los honorarios de esta Alzada a los profesionales intervinientes de la siguiente  ma​nera: al Dr. MIGUEL ANGEL RAAD en la  suma  de  $12.930 (PESOS DOCE MIL NOVECIENTOS TREINTA) y a la Dra. MARISA EISAGUIRRE en la suma de $9.050 (PESOS NUEVE  MIL  CIN​CUENTA),  con  más el 10% que preceptúa el art. 12 inc. a) de la Ley 6.716.- (Art.31 de la Ley 8.904).-

               Regístrese,  notifíquese y oportunamente remítanse al Juzgado de origen.- FDO. DRES. JUAN JOSE GUARDIOLA, RICARDO MANUEL CASTRO DURAN Y PATRICIO GUSTAVO ROSAS, ante mí, DRA. MARIA V. ZUZA (Secretaria).-
